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 TOCA 46/2022

EXP. 640/2021-3


	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2022/SS-1.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/3.

	ACTOR: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA Y RECURRENTE: DIRECTOR GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO.

MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, catorce de marzo de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2022/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el siete de octubre de dos mil veintidós por **********en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de veintinueve de agosto de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo estatal número **********/2021/3; turnado a ésta Sala Superior el dieciocho siguiente, mediante el oficio SA-**********/2021, signado por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, y por consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. 
[…]”
II.- Inconforme con la referida determinación, **********en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el siete de octubre de dos mil veintidós, en la Oficialía de Partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el dieciocho siguiente; atendiendo a que por auto de once de octubre de dos mil veintidós, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2021/3.
III.- Por acuerdo de diecinueve de octubre de dos mil veintidós
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la parte actora **********, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de siete de noviembre de dos mil veintidós
 se certificó que la parte actora**********, no desahogó la vista otorgada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada; y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 152, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y 217, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 218. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante el Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”

“ARTÍCULO 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados. 

En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

De los citados artículos se obtiene que la Litis en segunda instancia se integra con la sentencia definitiva emitida por el Magistrado de Sala Unitaria de origen y con los agravios de la o las partes recurrentes.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en el artículo 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el servidor público o el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, de aplicación supletoria conforme a lo establecido en el artículo 121, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados, además el precepto 220, último párrafo de la misma Ley, señala también que debe darse preferencia al estudio de las violaciones de fondo aún de manera oficiosa; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
De ahí que resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación
. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de **********en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí,**********personalidad que acredita con la copia certificada de su nombramiento, emitido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, de conformidad con lo dispuesto en el tercer párrafo, del artículo 220, del Código Procesal Administrativo de este Estado
.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el párrafo primero del artículo 218, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la autoridad demandada y recurrente el trece de septiembre de dos mil veintidós (según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 157 del expediente de origen), por lo que dicha notificación surtió efectos el catorce siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del diecinueve de septiembre al siete de octubre de dos mil veintidós; en ese lapso no deben contarse el veinticuatro y veinticinco de septiembre, uno y dos de octubre de dos mil veintidós, debido a que fueron sábados y domingos, ni catorce y quince de septiembre por suspenderse las labores de este Tribunal con motivo del Aniversario de la Independencia de México; por lo que si el recurso de apelación se presentó el siete de octubre de dos mil veintidós, se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, de la interpretación armónica de ambos artículos, se desprende que el recurso de apelación intentado por **********en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, resulta procedente, en atención a que la resolución que se impugna de veintinueve de agosto de dos mil veintidós, fue emitida por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, en el juicio contencioso administrativo **********/2021-3, en el que la materia es de responsabilidades administrativas, de modo que el asunto encuadra en el supuesto de procedencia previsto por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el artículo 152, penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo.

Por otra parte, no se soslaya que la falta administrativa que le fue atribuida al actor encuentra su fundamento en la abrogada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, sin embargo, en el informe de presunta responsabilidad de diez de junio de dos mil diecinueve  y en la resolución de veintinueve de octubre de dos mil veinte, se estableció que dicho ordenamiento sería aplicable únicamente en cuanto al aspecto sustantivo, por ser el que se encontraba vigente al momento de sucedidos los hechos, y por lo que respecta al aspecto adjetivo, resultaba aplicable la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al ser la norma vigente cuando se dio inicio a la investigación correspondiente.
Lo anterior, de conformidad con lo establecido en los transitorios, Primero, Segundo y Cuarto de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí
, en concatenación con la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 2022311, Décima Época, Tesis: 2a./J. 47/2020 (10a.), Libro 79, Octubre de 2020, Tomo I, página 898, que reza:
“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LA INFRACCIÓN HAYA OCURRIDO ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017 SIN QUE SE HUBIERE INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). Hechos: El Pleno de Circuito y el Tribunal Colegiado de Circuito contendientes analizaron cuál legislación resulta aplicable para el procedimiento de responsabilidad administrativa si la conducta se ejecutó antes del 19 de julio de 2017, pero la investigación inició en esa fecha o en una posterior. Al respecto llegaron a soluciones contrarias, pues para el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, mientras que el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito concluyó que la legislación aplicable para el procedimiento es la vigente en la fecha en que se cometió la conducta. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

Justificación: La Ley General de Responsabilidades Administrativas fue creada como un cuerpo normativo que busca englobar la totalidad de las actuaciones necesarias para determinar la existencia de causales de responsabilidad y, en su caso, sancionarlas, lo cual generó que las etapas procedimentales estuvieran enlazadas y tuvieran un efecto unas respecto de otras; la estrecha vinculación entre la fase de investigación y las posteriores, implica que el trámite sea uniforme, desde la investigación hasta la resolución, y sus etapas no se pueden entender de manera aislada. Ahora bien, de conformidad con el artículo tercero transitorio del decreto por el que se expidió la Ley General de Responsabilidades Administrativas, los procedimientos administrativos iniciados antes del 19 de julio de 2017 deberán concluir según las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. Sin embargo, si la conducta se ejecutó antes de esa fecha, pero la investigación inició con posterioridad a ella, el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la resolución será emitida por la autoridad competente.” 

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Para una mejor comprensión del asunto sometido a potestad de quien aquí resuelve, conviene narrar los antecedentes que se desprenden de autos:
a) El diez de junio de dos mil diecinueve, el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema Educativo Estatal Regular, en funciones de autoridad investigadora, emitió informe de presunta responsabilidad derivado del expediente de investigación **********en el cual determinó que el servidor público **********, adscrito al momento de suscitarse los hechos como maestro B de Grupo de Primaria por convenio y Prof. Sec. B 18 HSM de la Escuela Preparatoria Oficial “Soldado Damián Carmona” del Municipio de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, al considerar que presuntivamente incumplió en el desempeño de su encargo con la obligación contemplada en las fracciones I, III y XVI del artículo 56, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, al ser la disposición que se encontraba vigente al momento en que ocurrieron los hechos.
b) En acuerdo de cinco de julio de dos mil diecinueve
, la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en funciones de autoridad substanciadora, recibió y admitió el informe de presunta responsabilidad e inició el procedimiento de responsabilidad con el número de expediente **********.
c) Sustanciado el procedimiento el veintinueve de octubre de dos mil veinte se dictó resolución
, en la que se determinó que el servidor público **********, había incurrido en las causas de responsabilidad administrativa previstas por el artículo 56 fracciones I, III y XVI de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y se le impuso una sanción consistente en multa por la cantidad de $422,220.00 (Cuatrocientos veintidós mil doscientos veintidós pesos 00/100 m.n.).
d) Inconforme con tal determinación, **********interpuso recurso de revocación, el cual mediante sentencia de doce de julio de dos veintiuno
, emitida por la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, confirmó en todas y cada una de sus partes el fallo de veintinueve de octubre de dos mil veinte, idem.
e) En contra de la determinación dictada en el recurso de revocación de mérito, de doce de julio de dos veintiuno y de la sentencia de veintinueve de octubre de dos mil veinte, el servidor público ********** promovió juicio contencioso administrativo ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, del cual correspondió conocer la Tercera Sala Unitaria, quien por fallo de veintinueve de agosto de dos mil veintidós, determinó la ilegalidad e invalidez de las resoluciones combatidas.
La anterior determinación, constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. Estudio. Los agravios que hace valer la autoridad recurrente son inoperantes; por ende, insuficientes para revocar o modificar el fallo impugnado.

Previo a dar inicio al estudio de los agravios, se estima necesario realizar una breve síntesis de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido.
La litis consistió en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de veintinueve de octubre de dos mil veinte, y la  resolución de doce de julio de dos mil veintiuno, que resolvió el recurso de revocación, dictadas dentro del procedimiento de responsabilidad administrativa **********, por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí.
Previo a entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que había hecho valer el demandante, determinó analizar y resolver la competencia de la autoridad que emitió los actos impugnados, misma que había sido controvertida por el actor en el primer concepto de impugnación, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 250, fracción I y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Que en ese sentido, advertía que el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, autoridad que emitió los actos impugnados antes referidos, carecía de competencia y legitimación para conocerlos y emitirlos, ello atendiendo a la normatividad que le aplica y que rige el nuevo procedimiento regulador contenido en los Transitorios, Primero, Segundo y Cuarto de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.
Preceptos legales que disponen, que con fecha diecinueve de julio de dos mil diecisiete, se abrogó la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el catorce de agosto del año dos mil tres, la cual se aplicará para concluir de manera definitiva, los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia; es decir, antes del diecinueve de julio de dos mil diecisiete; y que los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.
Que entonces, para determinar la competencia de las autoridades que debían conocer y resolver la presunta responsabilidad imputada al actor, y para determinar la aplicación de la ley que regiría el procedimiento de responsabilidad, debía examinarse la fecha en que se dio inicio la investigación que atañe los actos imputados al actor, que constituían el inicio del procedimiento Administrativo de Responsabilidad, independientemente de que la conducta se hubiere cometido con anterioridad a su entrada en vigor.
Y que en el caso, el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, tuvo su origen en el Expediente de Investigación Administrativa **********, iniciado el veintisiete de febrero de dos mil dieciocho, por el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema Educativo Estatal Regular, derivado del Dictamen Técnico de dieciocho de enero de  dos mil dieciocho, por los ejercicios fiscales 2013, 2014, 2015, 2016 y 1° semestre de 2017; por lo tanto, el procedimiento debía seguirse conforme a la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.
Que la ley de referencia, en sus artículos 1°, 3° y 208, establece el procedimiento que debe seguirse, en la etapa de investigación por las autoridades investigadoras, así como quien es la autoridad resolutora competente para emitir la resolución tratándose de faltas administrativas graves o faltas de particulares, a virtud de que dicho procedimiento conlleva diversas etapas para su desarrollo en las que intervienen distintamente diversas autoridades para determinar la conducta infractora y en su momento substanciarlo y resolverlo, denominadas autoridades substanciadoras o resolutoras.
Y que dichos preceptos legales indicaban que es competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en su carácter de autoridad resolutora, emitir la resolución en el caso de responsabilidades de servidores públicos en los asuntos relacionados con faltas administrativas graves o faltas de particulares.
Por tanto, determinó que atendiendo a la normatividad aplicable al caso, la autoridad demandada carecía de legitimación y competencia para substanciar el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, y emitir las resoluciones impugnadas, ya que no tenía el carácter de Autoridad Resolutora en los Procedimientos que se hayan iniciado con posterioridad a la vigencia de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, como es el caso que nos ocupa.
Y así concluir, que se actualizaban las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250, fracciones I, II y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad de los actos impugnados cuando emanan de una autoridad incompetente y cuando se dictan en contravención a las disposiciones legales aplicables.
En contra de dicha determinación, la autoridad recurrente, esgrime en esencia los siguientes agravios:
· En el agravio identificado como PRIMERO, expuso que la sentencia definitiva dictada el veintinueve de agosto de dos mil veintidós, en el juicio de nulidad **********/2021-3 es ilegal, puesto que no resolvió de conformidad a lo establecido en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que no estaba debidamente fundada y motivada, ni se fijaron claramente los puntos controvertidos, pues refiere que la Sala Unitaria, parte de situaciones no manifestadas por el actor, ya que en ningún momento el accionante señaló en su demanda de nulidad que las faltas que se le imputaron se calificaron como graves o no, tampoco estableció que la autoridad competente para resolver el procedimiento disciplinario ********** y emitir las resoluciones impugnadas lo era el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por lo que considera que se violó lo dispuesto en los artículos 248, tercer párrafo y 249 fracción I, del Código de la materia.
· Que dichos preceptos establecen, por un lado la obligación de las Salas a dirimir la controversia asiéndose de ciñéndose a lo establecido por las partes, ya que las Salas no pueden variar el contenido de la demanda ni de la contestación.

· Que además vulnera en prejuicio de su representada los principios de congruencia y exhaustividad, de los cuales están obligadas a establecer “la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos", lo que lleva implícito un pronunciamiento respecto de los conceptos de impugnación de la parte actora, así como de los planteamientos esgrimidos por la autoridad vía contestación, pero sin cambiar los hechos expuestos por ambas partes, ni mucho menos variar los conceptos de impugnación de las parte actora. 
· Que el actor señaló en su demanda que la incompetencia del Director General de Legalidad e integridad Pública de resolver el procedimiento disciplinario, derivaba de que dicha autoridad no pertenece al Órgano Interno de Control del Sistema Educativo Estatal Regular, resultando de ahí la falta de congruencia de la sentencia impugnada, ya que el actor no planteó que las conductas que se le imputaron se calificaron como graves y tampoco estableció el argumento o concepto de impugnación de que la autoridad que debía substanciar el procedimiento disciplinario y emitir las resoluciones impugnadas, lo era el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí. 

· Por lo que la Sala de Origen lo dejó en estado de indefensión, puesto que refiere que no estuvo en oportunidad de plantear una defensa en contra del argumento novedoso que plantea la Sala Aquo, ya que solamente tuvo oportunidad de controvertir lo indicado por la parte actora, en cuanto la supuesta necesidad de que la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública formara parte del Órgano Interno de Control del Sistema Educativo Estatal Regular, pero no se dio oportunidad de realizar argumento en contra de la supuesta imputación de faltas graves y de competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para substanciar el procedimiento disciplinario y emitir los actos impugnados.

· Que entonces, refiere que en la sentencia impugnada, no se respetó el principio de estricto derecho ni paridad procesal, el primero consiste en que resoluciones que se adopten en el procedimiento en relación con la controversia planteada, atenderán tanto a las pretensiones de la actora, como a los argumentos expuestos por la demandada, sin que el órgano jurisdiccional pueda perfeccionarlos mediante la introducción de nuevos aspectos, o concediendo a alguna de las partes oportunidades no otorgadas a la otra y, con ello, afirmar que tales resoluciones se dictan en estricto derecho; en tanto que el segundo, supone la proscripción para el juzgador de otorgar a alguna de las partes un posición más favorable respecto de la otra.
· De ahí que, en el caso concreto dice, no advierte que la Sala de origen hubiera ejercido la facultad de suplir la deficiencia de la queja conforme lo establecen los artículos 248, tercer párrafo y 249 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que en ningún momento indicó ejercer dicha facultad, ni mucho menos cumplió con motivar el uso de la atribución, al no establecer de manera pormenorizada las razones por las que, en su caso, hizo uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja.
· En el SEGUNDO motivo de disenso, la autoridad recurrente refiere que la Tercera Sala Unitaria no resolvió de conformidad a lo establecido en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia impugnada no se encuentra debidamente fundada y motivada, ya que el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, sí era competente y tenía facultades para resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa ********** al ser autoridad resolutora de faltas administrativas no graves de conformidad con la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como para emitir la resolución del recurso de revocación.
· Por lo que señala, que en el fallo dictado en el recurso de revocación, de doce de julio de dos veintiuno y en la sentencia de veintinueve de octubre de dos mil veinte, si se respetaron las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al haberse cumplido con las formalidades establecidas en los artículos 1°, 3° y 208, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
· Que de dichos numerales se puede concluir que las referencias que se hacen en dicha disposición distinguen entre la Contraloría General del Estado y los Órganos Internos de Control, puesto que define que se entenderá como Contraloría a la Contraloría General del Estado y respecto de Contralorías a la Contraloría General del Estado y a las contralorías internas de los municipios.

· Que adicionalmente, se establece que las autoridades facultadas para aplicar la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, serán las Contralorías, comprendiéndose dentro de éstas a la Contraloría General del Estado, así como los órganos Internos de Control, que la ley hace una distinción entre los Órganos Internos de Control y la contraloría General del Estado, puesto que cualquier unidad administrativa que dependa de la misma se entiende que es la propia Contraloría General del Estado que actúa y facultada para aplicar la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

· Que se hace una distinción en cuanto a que las Contralorías (incluida la Contraloría General del Estado) y los Órganos Internos de Control, en el ámbito de su competencia, se encargarán de la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas, que la Contraloría General del Estado puede válidamente a través de sus unidades administrativas, llevar a cabo la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas así como iniciar, substanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa en los términos previstos en la multicitada Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, destacándose que tratándose faltas administrativas no graves, las contralorías, incluida la Contraloría General del Estado serán competentes para iniciar, substanciar y resolver  los procedimientos de responsabilidad administrativa.

· Por lo que las Contralorías, (incluida la Contraloría General del Estado), contarán con la estructura orgánica necesaria para realizar las funciones correspondientes a las autoridades investigadoras y substanciadoras, garantizando la independencia entre ambas en el ejercicio de sus funciones.

· Y que es de concluirse que, contrario a lo establecido en la determinación impugnada, la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al otorgarle competencia a “Contraloría” para que aplique la misma, no hace exclusión alguna de las diversas unidades administrativas que conforman la estructura orgánica de dicha Dependencia de la Administración Pública Estatal, para el despacho y resolución de los asuntos que le corresponden, sino que confirma el hecho de que en el caso existe una competencia general de la Contraloría General del Estado, quien la ejerce a través de sus Unidades Administrativas y órganos internos de control dependientes de la misma, los cuales son diversos a los establecidos en el numero 8° fracción VI, de la citada disposición, por lo que se debe atender a la obligación de que sea autoridades distintas la que investigue las faltas administrativas, la que substancie y resuelva el procedimiento disciplinario, cuando sean diversas las unidades administrativas de la Contraloría General del Estado las que lleven a cabo la investigación y substanciación del procedimiento disciplinario.

· Y que en el caso concreto la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública es una unidad administrativa de la Contraloría General del Estado, la cual actúa a través de su titular, Director General de Legalidad e Integridad Pública, se encontraba facultada para resolver el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, así como para conocer y resolver el recurso de revocación tramitado en dicho expediente disciplinario, lo anterior de conformidad con los artículos 11,15,43 y 44 fracción XVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; 1°, 4° fracción III, 5°, 7° y 16 fracciones XXIII, XXIV y XXVIII, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado.

· Que a la Contraloría General del Estado le compete desarrollar y coordinar el Sistema Estatal de Control Interno de la administración pública estatal, así como conocer e investigar las conductas de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y de los particulares, que pudieran constituir responsabilidades administrativas; así como substanciar los procedimientos correspondientes conforme a lo establecido en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, por sí, o por conducto de los órganos internos de control que correspondan a cada área de la Administración Pública Estatal.

· Por lo que es la Contraloría General del Estado la que de manera genérica se encarga de la investigación de faltas administrativas de los servidores públicos y particulares que puedan investigar responsabilidades, así como substanciar y resolver los procedimientos respectivos.

· Refiere que no se puede exigir que en cada órgano interno de control dependiente de la Contraloría General del Estado, tenga una estructura específica para efecto de conocer de faltas administrativas que puedan constituir responsabilidad administrativa, puesto que es al interior de la Contraloría General del Estado donde debe existir la estructura señalada.

· Alega además que del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, se puede advertir que la Contraloría General del Estado es una dependencia del Poder Ejecutivo Estatal, la cual tiene a su cargo el despacho de los asuntos acorde a lo dispuesto en los artículos 43, 44, 44 Bis, 44 Ter, 44 Quáter y 44 Quinqué de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y demás leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Gobernador del Estado; por lo que refiere que para el despacho de los asuntos de su competencia, la Contraloría cuenta con diversas unidades administrativas, entre las que se encuentra la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública; además de que se establece que la representación legal, trámite y resolución de los asuntos de la competencia de la Contraloría, corresponden originalmente a su titular, quien para la distribución y desarrollo del trabajo contará con las unidades administrativas establecidas en el propio Reglamento.

· Que la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública es una unidad Administrativa dependiente de la Contraloría General del Estado, la que, entre sus atribuciones se encuentran el acordar por sí, el inicio, substanciación y resolución de los procedimientos de responsabilidad administrativa, respecto de faltas administrativas no graves, así como ejercer las atribuciones de autoridad substanciadora y resolutora, en los términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y que en relación al presente asunto, la mencionada Dirección tiene atribuciones para resolver el recurso de revocación que interpongan los servidores públicos respecto de las resoluciones por las que se les impugnan sanciones administrativas y dar seguimiento al cumplimiento de las resoluciones dictadas por los órganos jurisdiccionales, en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

· Por lo que señala que en el presente caso, la autoridad demandada Director General de legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General ‭
‬del Estado, tenía la legitimación, competencia y facultades para substanciar el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, así como para emitir las resoluciones impugnadas en el juicio de origen, ya que dicha autoridad si tiene el carácter de autoridad resolutora de faltas administrativas no graves en los procedimientos que hayan iniciado con posterioridad a la vigencia de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de ahí que considera que la sentencia apelada no se encuentra debidamente fundada y motivada.

· Refiere que además se analizaron en el fallo impugnado de manera asilada los artículos 1°, 3° y 208 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, sin tomar en consideración con los artículos 3°, fracciones VII y VIII, 8° fracción V y VI, 9° y 117 de la citada Ley, así como 11, 15, 43 y 44 fracción XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, y 1°, 4° fracción III, 5°, 7° y 16 fracciones XXIII, XXIV y XXVIII del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, dispositivos que aduce revelan el hecho de que la Contraloría General del Estado es competente para resolver procedimientos disciplinarios de faltas no graves, iniciados con posterioridad a la vigencia de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y que dicha dependencia cuenta con diversas unidades administrativas, como lo es la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, la cual tiene facultades expresas para emitir resoluciones en los procedimientos de responsabilidad administrativa de faltas administrativas no graves, así como ejercer las atribuciones de autoridad substanciadora y resolutora, así como para resolver el recurso de revocación que interpongan los servidores públicos respecto de las resoluciones por las que se les impongan sanciones administrativas.‬

· Además dice que en el procedimiento disciplinario, las faltas imputadas al actor no podían calificarse como graves o no graves, lo anterior, atendiendo al contenido del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, ya que dicho ordenamiento no contemplaba la calificación de las faltas administrativas por lo que señala debe considerarse que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, no sería competente para resolver el expediente **********, atendiendo a que no se trata de una falta administrativa grave, y que además sin motivación la Sala implícitamente señala que la falta es de tal naturaleza, pues es requisito para actualizar su competencia, cuando eso jamás se estableció en el informe de presunta responsabilidad administrativa, ni en la radicación del procedimiento disciplinario tampoco en la resolución sancionadora, por ser un requisito legal.
· En el agravio TERCERO, el apelante arguye que la Sala Aquo basó su determinación en hechos y circunstancias que no acontecieron, pues consideró que las faltas reprochadas al actor en el expediente **********, se consideraron graves; sin embargo, refiere que las faltas imputadas al actor no se calificaron, puesto que se aplicó en el aspecto sustantivo la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, abrogada, de lo que se puede concluir que al no haberse consideradas como faltas graves, no era jurídicamente posible que se actualizara la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
· Que el expediente **********, derivó del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa de diez de junio de dos mil diecinueve, emitido por el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema Educativo Estatal Regular, en el Expediente de Investigación Administrativa **********, iniciado el veintisiete de febrero de dos mil diciocho, y que del contenido de dicho informe, se advierte que se imputó a **********, que al desempeñarse como docente de la Escuela Preparatoria Soldado Damián Carmona dependiente del Sistema Educativo Estatal Regular de la Secretaría de Educación Pública, presuntamente incumplió en el desempeño de su encargo con la obligación contemplada en las fracciones I, III y XVI, del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, al ser la disposición legal que se encentraba vigente al momento en que ocurrieron los hechos, materia del informe de presunta responsabilidad administrativa, sin que se hubiera realizado una calificación de faltas por la autoridad investigadora.

· Que así mismo, al admitirse el informe de presunta responsabilidad administrativa, por la autoridad substanciadora, la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, en proveído de cinco de julio de dos mil diecinueve, tampoco se realizó ninguna calificación respecto de las conductas imputadas al ahora actor, ya que la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, no contemplaba la calificación de faltas administrativas.

· Y que además, en la resolución de veintinueve de octubre de dos mil veinte, emitida en el expediente **********, tampoco se calificaron como graves las faltas administrativas imputadas al actor, puesto se le sancionó por el incumplimiento a las fracciones I, III, XVI del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, no así de conductas graves previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

· Por lo que señala, que al no existir una calificación de faltas, ni en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, ni en la admisión del mismo, ni en la resolución sancionatoria, que las conductas reprochadas en el expediente **********, derivaron del Dictamen Técnico por los ejercicios fiscales 2013, 2014, 2015 2016 y 1° semestre de 2017, y al tratarse de conductas ocurridas dentro de la vigencia de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se aplicó dicha Ley en cuanto al aspecto sustantivo, esto es en cuanto al hecho o conducta generadora de la presunta responsabilidad, y toda vez que la investigación conducente, se inició con la vigencia de la ahora, Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se aplicó dicha norma en cuanto al aspecto adjetivo, esto es en cuanto a las normas del procedimiento.
· Por lo que insiste, no se realizó una calificación de conductas irregulares como graves o no, en atención a que dicha calificación no estaba prevista como una circunstancia formal en el aspecto sustantivo de la ya citada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ahora abrogada.

· Estima que el hecho de que la Sala Aquo, haya determinado que en el procedimiento disciplinario ********** se imputaron faltas calificadas como graves no tiene sustento; por ende, la sentencia impugnada no se encuentra debidamente fundada y motivada, ya que refiere que parte de hechos y circunstancias que no acontecieron, al no haberse calificado las faltas imputadas a **********; sin embargo, la sala de origen indicó que era competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en su carácter de autoridad resolutora, emitir la resolución en el caso de responsabilidades de servidores públicos en los asuntos relacionados con faltas administrativas graves o faltas de particulares, y que la autoridad demandada carecía de legitimación y competencia para substanciar el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, lo cual considera erróneo; toda vez que, refiere que el Director de Legalidad e Integridad Pública, sí tiene el carácter de autoridad resolutora en términos de lo dispuesto en los artículos 3°, fracciones VII y VIII, 8° fracción V y VI, 9° y 117 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; 11, 15, 43 y 44 fracción XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; y 1°, 4°, fracción III, 5°, 7° y 16 fracciones XXIII, XXIV y XXVIII, del Reglamento Interior de la Contrataría General del Estado.

· Reitera que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se encuentra facultado para resolver procedimientos relacionados con faltas Administrativas graves, así como para las faltas de particulares, pero en el caso no se imputaron al denunciado alguna de tal naturaleza, lo que actualiza que en el caso concreto el Director General de Legalidad e Integridad Publica tuviera competencia para resolver el referido procedimiento disciplinario y emitir las resoluciones impugnadas en el juicio de origen, lo cual se advierte del artículo 56, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí y del artículo 48, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

· Que los mencionados preceptos legales, contemplan diversas obligaciones y de cuyo incumplimiento surge la responsabilidad administrativa, por lo que señala que tienen mayor identidad las faltas no graves establecidas en el artículo 48, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, con las faltas que refiere el artículo 56, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por lo que ambos tipos de falta deben resolverse por las autoridades competentes para resolver faltas administrativas no graves, como es el caso el Director General de Legalidad e Integridad Pública.
· Lo que refiere, no dejó en estado de indefensión al actor, por el contrario el mismo tenía certeza y seguridad jurídica de que dicha autoridad era la competente y con atribuciones para sancionarlo, por lo que se respetaron los derechos de legalidad y seguridad jurídica establecidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al haberse cumplido las establecidas en los Artículos 1°, 3° y 207 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, sin que en el caso operara la aplicación del numeral 208 del multicitado ordenamiento, ya que reitera, las faltas imputadas al ahora actor no se consideraron graves, en el informe de presunta responsabilidad ni en la admisión del mismo, ni tampoco en la resolución sancionadora, por lo que no se actualizaban las causas de ilegalidad establecidas en el artículo 250, fracciones l, II y último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
· En el agravio identificado como CUARTO y último, la autoridad recurrente señala que lo establecido por la Tercera Sala Unitaria es ilegal, puesto que no resolvió de conformidad a lo establecido en las fracciones I y II del artículo 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al no fundar y motivar la sentencia controvertida, además de no fijar claramente los puntos controvertidos, ya que no valoró ni tomó en consideración todos y cada uno de los argumentos vertidos por esa autoridad en la contestación de la demanda.

· Que de la lectura de dicha sentencia, no se desprende que dicha autoridad jurisdiccional, haya tomado en consideración todas y cada una de las excepciones, defensas y argumentos lógico jurídicos que esgrimió para desvirtuar los conceptos de impugnación de la parte actora contenidos en su escrito inicial de demanda, específicamente los relacionados con la competencia.

· Que la Tercera Sala Unitaria, no fue ni exhaustiva, ni imparcial al momento de dictar la sentencia que ahora se recurre, razón que considera suficiente, para que esta Sala Superior ordene dejar sin efectos la misma, y ordene que, en su lugar, se dicte otra en la que se aborden los puntos de la litis, atendiendo, tanto a los argumentos vertidos por la parte actora como los argumentos vertidos por esa autoridad en la contestación de demanda.

· Que la litis se compone, tanto de los argumentos propuestos por el accionante, como de las excepciones y defensas esgrimidas por su contraria parte; por lo que la autoridad que debe resolver de manera imparcial, abordando tanto los argumentos de la parte actora, como las defensas de la demandada, y si no se realiza de esa manera, la sentencia deviene ilegal, al avocarse a resolver sobre el asunto en cuestión, y que en el caso, no se advierte que la Tercera Sala Unitaria haya considerado todos y cada uno de los argumentos vertidos por la autoridad que representa, los cuales desvirtuaban los argumentos vertidos por el actor.

· Que entonces, si la sentencia recurrida, fue emitida sin que se abordaran todas y cada una de las excepciones y defensas esgrimidas por esa autoridad, no se encuentra debidamente motivada, y transgrede el contenido de la fracción II del artículo 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mismo que ordena, en esencia, que el contenido de toda sentencia debe contener la exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, entendiéndose por lo primero: señalar el ordenamiento específico aplicable al caso en concreto, y por el segundo: ponderar las circunstancias específicas del asunto, de modo, tiempo y lugar, atendiendo a los argumentos vertidos por las partes, para así resolver adecuadamente sobre la controversia de que se trate.

· Que la Tercera Sala Unitaria, violó en perjuicio de las autoridades que representa, el contenido del artículo 14, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la sentencia que recurre, no fue dictada atendiendo a las formalidades esenciales del procedimiento.

· Que para garantizar que las partes sean oídas y vencidas en juicio, todo procedimiento que se siga en forma de juicio, debe de respetar la garantía de las partes, la cual se traduce en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento  y de sus consecuencias; 2) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) la oportunidad de alegar y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas y que de no cumplirse esos requisitos, no se cumple el fin de la garantía de audiencia.

· Que si bien, en el juicio de nulidad **********/2021-3, se le notificó sobre el inicio del mismo, se le otorgó la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se fincara su defensa y de alegar; en la sentencia apelada no se dirimieron las cuestiones debatidas.
· Que al otorgarle la oportunidad de ofrecer pruebas y alegar a las partes, lleva aparejada, de forma intrínseca e inherente, la obligación de la autoridad, de resolver conforme a los argumentos vertidos por todas las partes, pues solo de esa forma, se garantiza el derecho de audiencia contenido en el citado artículo 14, segundo párrafo en relación con el artículo 17, párrafo segundo Constitucional.

· Por lo que concluye, que existió un incumplimiento al artículo 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que señala que la sentencia contraviene el principio de exhaustividad y congruencia contemplado en el artículo señalado, porque la Sala omitió analizar todos y cada uno de los argumentos vertidos en la contestación de la demanda, y con los cuales se refutaban los argumentos de la parte actora en cuanto a la supuesta incompetencia de la autoridad para sancionar al actor.

Ahora bien, como inicialmente se dijo, los resumidos agravios devienen inoperantes, pues al respecto, en relación al identificado como PRIMERO, en principio, se advierte que la A quo determinó que previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación, analizaría y resolvería sobre la competencia de la autoridad que emitió los actos impugnados, ya que como acertadamente lo refirió, se trata de un presupuesto procesal de estudio oficioso, al ser de orden público, sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 250, fracción I y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En ese sentido, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 148/2007-SS
, que dio origen a la Jurisprudencia de rubro “COMPETENCIA. SU  ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.”
, determinó que de la interpretación conjunta y armónica de las garantías de legalidad y seguridad jurídica que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, se advertía que los actos de autoridad requieren, para ser legales, entre otros requisitos, que sean emitidos por autoridad competente cumpliéndose las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté legitimado, expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter en que la autoridad respectiva lo suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, pues de lo contrario se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si éste es o no conforme a la ley o a la Constitución, para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo en el carácter con que lo haga, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley secundaria o con la ley fundamental.
Que las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en el artículo 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.
Así mismo, la Segunda Sala del Máximo Tribunal, refirió que de los numerales 238, fracción I, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su equivalente 51, fracción I, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se desprendía la obligación de las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa), de declarar la nulidad de la resolución administrativa impugnada en el juicio cuando quedara acreditada la incompetencia de la autoridad que inició o instruyó el procedimiento administrativo o de la que emitió la resolución definitiva impugnada con que culminó el mismo, lo que puede hacer incluso de oficio, por ser una cuestión de orden público; por lo que el legislador federal estableció la anulación de toda resolución administrativa afectada por un vicio de ilegalidad, como en el caso lo son el referido a la incompetencia de la autoridad emisora o la falta absoluta de fundamentación y motivación.

Y que en consecuencia, el estudio oficioso de la competencia de la autoridad demandada en un juicio de nulidad, que emprendan las Salas del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa, se entiende que implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa las Salas Fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior, con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia.
Y aclaró que lo anterior, encontraba explicación en el hecho de que las cuestiones de competencia son de orden público, pues se trata de un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad; y que incluso, esa misma Segunda Sala ha determinado que fundar en el acto de molestia la competencia de la autoridad constituye un requisito esencial y una obligación de la autoridad, pues ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello, dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen.

Por lo que no basta que sólo se cite la norma que le otorga la competencia a la autoridad por razón de materia, grado o territorio, para considerar que se cumple con la garantía de la debida fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, sino que es necesario que se precise de forma exhaustiva con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo, cuando aquél no contenga apartados, fracción o fracciones, incisos y subincisos, esto es, en caso de que se trate de normas complejas.

Pues en este caso, la autoridad debe llegar incluso al extremo de transcribir la parte correspondiente del precepto que le otorgue su competencia, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden; considerar lo contrario, significaría que el gobernado es a quien le correspondería la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia para fundar su competencia, si la autoridad tiene competencia de grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en un completo estado de indefensión, en virtud de que ignoraría en cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio, teniendo en cuenta que la competencia es una sola.
Establecido lo anterior, es pertinente, acudir a lo previsto en el artículo 250, fracción I y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dice lo siguiente:

"ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: […]
I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;
La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

[…]”
Del numeral antes transcrito, se advierte que las Salas del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, declararán la nulidad de la resolución administrativa impugnada en el juicio, cuando quede acreditada la incompetencia de la autoridad que instruyó el procedimiento administrativo o de la que emitió la resolución definitiva impugnada con que culminó el mismo, lo que pueden hacer de oficio, por ser una cuestión de orden público.

Entonces, este Tribunal de Alzada advierte que correctamente la Tercera Sala Unitaria examinó de manera oficiosa la competencia de la autoridad, pues contra lo que alega el recurrente, ello no implica que se esté introduciendo un elemento ajeno o novedoso a la litis y mucho menos se traduce en una infracción al principio de exhaustividad y congruencia o de paridad procesal, que alega debe contener toda sentencia, dado que es una cuestión de orden público, y el análisis de la misma debe hacerse en forma oficiosa, sin que sea necesario que se enderece algún concepto de impugnación sobre el particular, pues considerar lo contrario permitiría reconocer facultades a una autoridad legalmente incompetente; por tanto, la circunstancia de que se pronuncie en relación con ella, tomando en cuenta aspectos no invocados por quienes intervienen en el juicio, no implica incongruencia en el dictado de la resolución.
En lo relativo a los agravios enunciados como SEGUNDO y TERCERO, por cuestión de método, este Tribunal de Alzada procede a analizarlos en conjunto
, en virtud de que en ellos la autoridad recurrente sostiene, por una parte que la Dirección General de legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General ‭
‬del Estado, tiene competencia y facultades para substanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa instaurados en contra de servidores públicos respecto de faltas no graves, y por otra, que contrario a lo determinado por la A quo, si tenía competencia y facultades para substanciar y resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa **********, ya que la falta administrativa que le fue a atribuida al servidor público**********, no fue calificada como grave, toda vez no existió ninguna calificación de conductas como graves o no graves; agravios que son inoperantes, ya que tal afirmación es inexacta.

En primer término, como se estableció en el considerando quinto de este fallo, en el informe de presunta responsabilidad de diez de junio de dos mil diecinueve  y en la resolución de veintinueve de octubre de dos mil veinte, dictada en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, se estableció que resultaba aplicable en el aspecto sustantivo la abrogada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, toda vez que era la norma que imperaba su aplicación al momento en que acontecieron los hechos constitutivos de responsabilidad administrativa, atribuidos a **********, y por lo que respecta al aspecto adjetivo, resultaba aplicable la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al ser la Ley vigente cuando se dio inicio a la investigación; lo anterior, de conformidad con lo establecido en los transitorios, Primero, Segundo y Cuarto de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí
, en concatenación con la Jurisprudencia 2a./J. 47/2020 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LA INFRACCIÓN HAYA OCURRIDO ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017 SIN QUE SE HUBIERE INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS).”
En ese sentido, en las consideraciones contenidas en la resolución de la Segunda Sala del Alto Tribunal para dirimir la contradicción de criterios entre el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito
, se destacó que derivado de las reglas transitorias de la Ley General de Responsabilidades Administrativas
, -cuyo contenido es idéntico a los transitorios de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí-, se advertía que su primer día de vigencia fue el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, por lo que después de esa fecha, los procedimientos pendientes de resolución debían concluir con base en las leyes aplicables a su inicio, pero, dentro de los supuestos regulados no se estableció cual sería el ordenamiento aplicable para resolver las conductas posiblemente infractoras cometidas antes de la vigencia de dicha ley general sobre las cuales no se hubiere iniciado la investigación correspondiente.
Así mismo determinó, la mencionada Sala del Alto Tribunal del País que la Ley General de Responsabilidades Administrativas contempla reglas específicas en cuanto a etapas procesales, reglas sobre caducidad, procedencia y valoración de pruebas, autoridades involucradas –investigadora, sustanciadora y resolutora–, así como tipos de faltas, sanciones y autoridades vinculadas en la aplicación de la ley, de manera que el nuevo procedimiento en materia de responsabilidad administrativa se compone de diversas etapas, señalando las siguientes:
1. Diligencias para adquirir información y medios de prueba, iniciadas de oficio, con motivo de una auditoría o a partir de una denuncia, que concluyen si la autoridad advierte la comisión de irregularidades, con su calificación y la emisión de un informe;

2. La integración del expediente a partir de la admisión del informe, el emplazamiento y la citación a las partes, la celebración de una audiencia inicial, el ofrecimiento, la admisión y el desahogo de pruebas, así como alegatos, y el cierre de instrucción; y,

3. El dictado de la resolución.
La Sala del Máximo Tribunal del País en comento, sostuvo que la Ley General de Responsabilidades Administrativas, distingue labores que asigna a autoridades diferentes entre sí, aun cuando pertenezcan al mismo órgano contralor, que da paso a la participación de diversos agentes, además de la autoridad y los imputados, y da el carácter de terceros a quienes se puedan ver afectados por la resolución final, incluyendo la parte denunciante, por lo que derivado de ello, surgen nuevas obligaciones, como lo es la notificación a estos últimos, a fin de que las resoluciones alcanzadas puedan ser materia de impugnación a través de recursos ordinarios. Los deberes a cargo del investigador también se amplían, con la formulación del informe de presunta responsabilidad, en el cual, entre otros aspectos, se califica como grave o no grave la conducta imputada al implicado, y se da noticia de las pruebas que serán ofrecidas para acreditar la irregularidad, que todo lo anterior influía, en en gran medida en el nuevo procedimiento regulador por parte de la ley general, puesto que con la anterior ley, la mencionada calificación previa de la conducta solamente tenía efectos relevantes en cuanto a la decisión de fondo, mientras que actualmente influye en aspectos adjetivos.

La Sala también precisó que se advertía la incorporación de instituciones jurídicas novedosas que conllevaban, por una parte, el establecimiento de derechos procesales a favor de quien denunció los hechos y de quien resiente la imputación, así como de mecanismos para abonar a la seguridad jurídica de las partes involucradas y para coadyuvar en la correcta solución del caso; por otra, la ya referida creación de un procedimiento provisto de distintas fases claramente diferenciadas, pero con un necesario nexo entre sí, por haber sido constituidas de manera concatenada y sistemática, las diversas fases, desde la investigación hasta la resolución, por lo que señaló que están estrechamente vinculadas, ya que su diseño corresponde al de un mecanismo secuencial, en el que las determinaciones iniciales influyen en el trámite posterior.
Y que, contrario a lo anterior, en las normas abrogadas –Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos/Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos– no había participación directa de las partes durante la investigación, tampoco había asunción de responsabilidad como incentivo para coadyuvar en aquélla; medios de defensa ordinarios durante la etapa de sustanciación ni una actuación específica para determinar la gravedad (como es el informe de presunta responsabilidad), sino hasta la imposición de la medida sancionatoria.
Así mismo, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó que, si el artículo tercero transitorio de la Ley General de Responsabilidades Administrativas señala que sólo los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de esa normativa se sustanciarán conforme a la ley anterior; no puede extenderse esa regla a los asuntos no iniciados. Por tanto, es válido llevar a cabo un procedimiento conforme a la nueva legislación, a pesar de que la conducta se hubiere cometido con anterioridad a su entrada en vigor.
Ello en atención a que la Ley General de Responsabilidades Administrativas fue creada como un cuerpo normativo que busca englobar la totalidad de las actuaciones necesarias para determinar la existencia de causales de responsabilidad y, en su caso, sancionarlas regulando desde los aspectos más esenciales hasta los accesorios. Lo cual generó que las etapas procedimentales estuvieran enlazadas y tuvieran un efecto unas respecto de otras; de manera relevante, la investigación hacia la resolución, con motivo del tratamiento diferenciado entre conductas calificadas como graves y las que no lo fueron, y que en contraste, las leyes anteriores no prevén realizar esa calificación previa a la etapa de sustanciación y tampoco un método para definir quién debe resolver sobre la sanción.
Aclaró, que por la estrecha vinculación entre la fase de investigación –la cual prevé elementos antes inexistentes– y las posteriores, se cuenta con elementos para advertir la modificación de las normas adjetivas existentes antes de la vigencia de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y las que ésta contiene, particularmente, en cuanto al tránsito de la fase de investigación a la de resolución que, además de contar con la adición de las prerrogativas y los agentes participantes ya indicados, requiere una determinación previa de la gravedad de la imputación.
Que entonces, no es viable pretender iniciar una investigación basada en una ley (Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos), para que, conforme a los resultados, la sustanciación del procedimiento se realice basado en otra (Ley General de Responsabilidades Administrativas) conforme a la cual, aspectos sustanciales quedan definidos a partir de las anteriores actuaciones. Por lo que señaló, que lo procedente era que, si los actos de índole adjetivo en una etapa son llevados de acuerdo con las reglas de una ley, los subsecuentes deben estar regidos por la misma, en tanto aquéllos se verán reflejados en ésta y son un presupuesto de su adecuada finalización.
Por lo que en conclusión, la Segunda Sala del Alto Tribunal determinó que como los términos de la Ley General de Responsabilidades Administrativas implican que el trámite sea uniforme, desde la investigación hasta la resolución, y sus etapas no se puedan entender de manera aislada, el procedimiento al que se refirió el legislador en el transitorio se debe considerar iniciado con la investigación para determinar la legislación aplicable en razón del tiempo; por tanto, si la conducta se ejecutó antes del diecinueve de julio de dos mil diecisiete pero la investigación inició en esa fecha o en una posterior, el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas.
Que, un punto importante es la calificación de la conducta como grave o no grave, lo que no se realizaba de manera previa con la anterior legislación; sin embargo; ello no representaba un obstáculo, porque la gravedad de la conducta estaba establecida en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, lo que ponía de manifiesto que existía un parámetro eficaz para hacer esa calificación de manera previa, como lo establece la Ley General de Responsabilidades Administrativas en el nuevo procedimiento; por tanto, ahora con el nuevo procedimiento se tiene la obligación de hacer la calificación de manera previa a la resolución; así mismo precisó que, una vez concluida la investigación, la autoridad encargada de tramitar el procedimiento e imponer en su caso la sanción correspondiente, será aquella competente conforme a lo previsto en esa ejecutoria
De lo anterior se colige que, en lo tocante a conductas cometidas con anterioridad al diecinueve de julio de dos mil diecisiete, pero investigadas con posterioridad a esa fecha, como la atribuida a **********, resulta aplicable adjetivamente la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; la cual contempla reglas específicas en cuanto a etapas procesales, reglas sobre caducidad, procedencia y valoración de pruebas, autoridades involucradas –investigadora, sustanciadora y resolutora–, de manera que el nuevo procedimiento en materia de responsabilidad administrativa se compone de diversas etapas; por tanto, se tiene la obligación de hacer la calificación de la conducta como grave o no grave de manera previa a la resolución, para efecto de determinar tanto la competencia como las reglas de trámite.
De ahí la calificativa de los agravios en estudio, toda vez que resulta incongruente que la autoridad apelante sostenga que la Dirección General de legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General ‭
‬del Estado tiene competencia y facultades para substanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa de faltas no graves como el procedimiento de responsabilidad administrativa **********instaurado en contra del servidor público**********, y a la vez afirme que en dicho procedimiento no existió ninguna calificación de conductas como graves o no, además de que como ya se precisó en párrafos arriba, en las consideraciones contenidas en la resolución de la Segunda Sala del Alto Tribunal para dirimir la contradicción de criterios entre el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito 103/2020, se determinó que en el nuevo procedimiento de responsabilidades, la calificación de la conducta en ese tenor de manera previa a la resolución, es un aspecto sustancial para efecto de determinar tanto la competencia como las reglas de trámite.

Máxime, que en la resolución de veintinueve de octubre de dos mil veinte
, la Dirección General de legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General ‭
‬del Estado, catalogó la conducta atribuida al servidor público**********, de gravedad media, y al cuantificar la multa impuesta al actor por la cantidad de $422,220.00 (cuatrocientos veintidós mil doscientos veintidós pesos 00/100 M.N.), la fundamento con el artículo 78 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, precepto legal que es aplicable a las faltas administrativas graves, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 78. En el caso de que la falta administrativa grave cometida por el servidor público le genere beneficios económicos, para sí mismo o a cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 51 de esta Ley, se le impondrá sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios obtenidos. En ningún caso la sanción económica que se imponga podrá ser menor o igual al monto de los beneficios económicos obtenidos. Lo anterior, sin perjuicio de la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo anterior. 

El Tribunal determinará el pago de una indemnización cuando, la falta administrativa grave a que se refiere el párrafo anterior provocó daños y perjuicios a la hacienda pública estatal o municipal, o al patrimonio de los entes públicos. En dichos casos, el servidor público estará obligado a reparar la totalidad de los daños y perjuicios causados y las personas que, en su caso, también hayan obtenido un beneficio indebido, serán solidariamente responsables.”

Por lo que, es erróneo que la autoridad recurrente Dirección General de legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General ‭
‬del Estado, afirme en sus agravios que no se calificó como grave la falta administrativa atribuida al servidor público**********, en el procedimiento de responsabilidad administrativa **********cuando de dicha resolución de veintinueve de octubre de dos mil veinte, puede advertirse que al cuantificar la multa se citó un artículo aplicable a las faltas administrativas de naturaleza grave, y la conducta se catalogó de gravedad media.

Ahora, respecto a los argumentos que expone la autoridad apelante tendientes a justificar la competencia de la Contraloría General del Estado para resolver procedimientos disciplinarios de faltas no graves atribuidas a servidores públicos de la Administración Pública Estatal, iniciados con posterioridad a la vigencia de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y las facultades de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, resultan inoperantes, pues parte de una apreciación equivocada.
Se otorga dicha calificativa, en virtud de que en la resolución apelada no se realizó ningún pronunciamiento respecto de la competencia y facultades de la Dirección General de legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General ‭
‬del Estado, para conocer y resolver los procedimientos administrativos de faltas no graves; toda vez que, la incompetencia decretada por la Tercera Sala Unitaria, derivó de la naturaleza de la falta imputada al servidor público**********, en el procedimiento de responsabilidad administrativa **********, pues la Aquo señaló que al tratarse de una falta administrativa grave, la competencia para resolver dicho procedimiento administrativo le asistía al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, de conformidad con los artículos 1°, 3° y 208, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Por último, en lo relativo al agravio enunciado como CUARTO, así análoga calificación merecen, pues se trata de afirmaciones generales que resultan ambiguas e inciertas, toda vez que en ellos refiere consideraciones muy generales que hace sobre la sentencia recurrida sin concretar un argumento lógico jurídico para analizarse; pues señala que la sentencia no fue imparcial ni exhaustiva, que no se encuentra debidamente fundada y motivada, por lo que transgredió la fracción II, del artículo 249, del Código Procesal Administrativo, que además no se tomaron en consideración sus argumentos vertidos en la contestación de demanda, por lo que la Tercera Sala Unitaria violó en perjuicio de las autoridades que representa el 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
En efecto, si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, sino que basta con que se exprese con claridad la causa petendi, ello no exime al recurrente de señalar cual es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, pues si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.

Son características de un agravio: precisar cuál es la parte de la sentencia que lo causa; citar el precepto legal violado; demostrar dicha transgresión con razonamientos lógico-jurídicos idóneos y citar  las leyes, doctrinas y jurisprudencias, así como las pruebas necesarias, todo ello en apoyo a los argumentos expuestos.

Los agravios que se analizan se limitan a asentar que la sentencia recurrida carece exhaustividad, además de no estar motivada, pero no indican en forma concreta la parte o partes del fallo apelado que son omisas en cumplir con tales requisitos, por lo que esta Alzada está impedida de realizar un estudio oficioso al respecto, por no encontrarse el presente caso en alguna de las hipótesis de excepción al principio de estricto derecho, como sería una  manifiesta violación de la ley, que evidencia una transgresión en forma clara y patente.

Esto es, que no basta la mención genérica de un tema que en vía de agravio se haga valer para que este Tribunal de Alzada tenga que realizar un pronunciamiento de fondo; sino era indispensable, como ya se asentó, que el apelante hubiera indicado en forma concreta exponiendo el motivo de la infracción legal que le imputa al A quo, exponiendo fundamentos, razones o argumentos, además de que no combate el fondo del fallo natural, limitándose a realizar afirmaciones sin sustento o conclusiones no demostradas, por lo cual no puede considerarse como un verdadero razonamiento.

Los agravios tendientes a combatir una resolución no deben limitarse a señalar los elementos que existen para considerar injustificados los considerandos de la sentencia o establecer cuales preceptos omitió el juzgador, sino refutar debidamente las consideraciones que se vertieron para concluir el sentido de la resolución. El Tribunal de Alzada solo debe pronunciarse respecto de las cuestiones que en vía de agravio le sometan a su decisión; en caso contrario queda en la imposibilidad de modificar los pronunciamientos consentidos o no combatidos por el recurrente Tantum devolutum quantum apellatum, lo que lleva a concluir que al no existir esas condiciones mínimas, estos agravios se deben calificar como inoperantes e insuficientes.

En apoyo a lo anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por la Segunda Sala de la suprema corte de justicia de la nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

 “AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios”.

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN.- Cuando no se advierta una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al recurrente y que no amerite, por tanto, la suplencia de la queja a que se refiere el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, los agravios son inoperantes para los efectos de la revisión, si no se expone argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la sentencia del a quo, ya que el artículo 88 del mismo ordenamiento legal le impone la obligación de expresar los agravios que le cause dicha sentencia que, por tal motivo, se impone confirmar en todas sus partes” 

Finalmente devienen inoperantes los disensos hechos valer, toda vez que de una contrastación entre la sentencia impugnada y los agravios vertidos, se advierte no combaten en su totalidad las consideraciones, sustento del fallo apelado.

Resulta aplicable la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 
“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Así como, la tesis de Jurisprudencia, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Tesis: 2a. LXV/2010, Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 447, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:
“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, lo que en el caso no sucedió, por lo que los agravios vertidos no pueden ser analizados válidamente por este tribunal de alzada.
Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de veintinueve de agosto de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2021/3.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 217, 220 y 221 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE

ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada veintinueve de agosto de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo **********, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal la parte actora ********** y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Fojas 19-22 del Toca.





� Foja 31 del toca.





�“ARTÍCULO 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”





� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”





“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� “ARTÍCULO 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.”


� “ARTÍCULO 221. La personalidad o legitimación de las partes, deberá ser analizada de oficio por las Salas.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”





� “ARTÍCULO 220. […]


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”





�“PRIMERO. La Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí entrará en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete,  previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”. 


SEGUNDO. A la entrada en vigor de Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se abroga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el catorce de agosto del año dos mil tres, la cual sólo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva, los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia.


CUARTO. Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. […]”








� Fojas 1303-1325 del expediente **********, tomo I, ofrecido en archivo digital, disco versátil digital DVD-R.





� Fojas 61-82 del expediente de origen.


� Fojas 85-98 del expediente de origen.





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 20689 Asunto: CONTRADICCIÓN DE TESIS 148/2007-SS. Novena Época Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Enero de 2008, Tomo XXVII, página 1087 Instancia: Segunda Sala.





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 170827 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 218/2007 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Diciembre de 2007, página 154 Tipo: Jurisprudencia.


� "Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. …"


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


�“PRIMERO. La Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí entrará en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete,  previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”. 


SEGUNDO. A la entrada en vigor de Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se abroga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el catorce de agosto del año dos mil tres, la cual sólo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva, los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia.


CUARTO. Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. […]”





� Registro digital: 29535 Asunto: CONTRADICCIÓN DE TESIS 103/2020. Décima Época Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 79, Octubre de 2020, Tomo I, página 881 Instancia: Segunda Sala.





�“Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes. 


Segundo. Dentro del año siguiente a la entrada en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir las leyes y realizar las adecuaciones normativas correspondientes de conformidad con lo previsto en el presente Decreto.


Tercero. La Ley General de Responsabilidades Administrativas entrará en vigor al año siguiente de la entrada en vigor del presente Decreto.


En tanto entra en vigor la Ley a que se refiere el presente Transitorio, continuará aplicándose la legislación en materia de Responsabilidades Administrativas, en el ámbito federal y de las entidades federativas, que se encuentre vigente a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto. 


El cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, una vez que ésta entre en vigor, serán exigibles, en lo que resulte aplicable, hasta en tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, de conformidad con la ley de la materia, emita los lineamientos, criterios y demás resoluciones conducentes de su competencia. 


Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades federales y locales con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. 


A la fecha de entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, todas las menciones a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos previstas en las leyes federales y locales así como en cualquier disposición jurídica, se entenderán referidas a la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 


Una vez en vigor la Ley General de Responsabilidades Administrativas y hasta en tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción determina los formatos para la presentación de las declaraciones patrimonial y de intereses, los servidores públicos de todos los órdenes de gobierno presentarán sus declaraciones en los formatos que a la entrada en vigor de la referida Ley General, se utilicen en el ámbito federal. 


Con la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas quedarán abrogadas la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas, y se derogarán los Títulos Primero, Tercero y Cuarto de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, así como todas aquellas disposiciones que se opongan a lo previsto en la Ley General de Responsabilidades Administrativas.


[…]”





� Página 41.


� Séptima Época: Registro: 239187: Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación: Volumen 12, Tercera Parte : Materia(s): Común: Tesis:  Página: 70. 





� Época: Novena Época: Registro: 191376: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XII, Agosto de 2000: Materia(s): Común: Tesis: VI.2o.C. J/191: Página: 1034 





� “ARTÍCULO 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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